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I.  RESUMEN DEL PROYECTO 

 

El proyecto que acá se analiza, plantea algunas modificaciones legales de 
naturaleza laboral, con el fin de proteger la libertad de expresión de las personas 
que ejercen el periodismo, frente a las empresas periodísticas y especialmente por 
el riesgo al despido por la una determinada divulgación de alguna información ajena 
a la línea de dichas empresas. 
 
De conformidad con lo explicado en la exposición de motivos, el objetivo esencial 
de la propuesta, es otorgar un mecanismo de protección a las personas que ejerzan 
el periodismo, semejante a una estabilidad laboral, ante la amenaza de despido, lo 
que se describe de la siguiente manera: 

“(…) nuestra legislación laboral, es omisa en otorgarle a los periodistas en su 

doble condición de trabajadores asalariados y profesionales responsables de 
garantizar el derecho de los ciudadanos a ser informados con amplitud y 
veracidad, las garantías necesarias de respeto a sus derechos laborales y de 
que estos no van ser cercenados arbitrariamente por las empresas para las 
cuales laboran, como un mecanismo para obligarlos a callar o a no decir toda 
la verdad. 

La principal amenaza para la libertad de prensa que cometen las empresas en 
perjuicio de los periodistas, se da precisamente ante la posibilidad de ser 
despedidos y quedarse sin su empleo por informar con objetividad e 
independencia, en un mercado laboral oligopólico en el que la oferta de trabajo 
es notoriamente reducida.  Consecuentemente, no basta con que el periodista 
pueda dar por terminado su contrato laboral, porque es justamente la amenaza 
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de perder su empleo, el principal factor en el que se sustenta la coacción laboral 

que pueden sufrir los periodistas.” 

 
Para tal efecto, se propone la adición de un nuevo capítulo en el Código de Trabajo, 
para regular el trabajo de los periodistas. 
 
 También se modifica el Código de Trabajo, con el fin de incluir la "cláusula de 
conciencia", que establece causales que facultan al trabajador a dar por terminado 
su contrato de trabajo con responsabilidad patronal, cuando se le obligue a realizar 
un trabajo contrario a sus valores o creencias o al Código de Ética Periodística, o 
cuando la orientación editorial del medio de prensa para el cual labora riña con 
dichos valores, principios y creencias.  
 
Asimismo, se establece un procedimiento jurisdiccional especial sumario, para que 
los periodistas despedidos injustificadamente, puedan acudir ante los Tribunales de 
Trabajo, para que, en un plazo corto, se determine si el despido se debió a la 
aplicación de prácticas abusivas o arbitrarias. 
 
El presente informe se realiza sobre la base del dictamen emitido por la Comisión 
de Asuntos Jurídicos, el pasado 18 de noviembre de 2020. 
 

II. ANÁLISIS DEL ARTÍCULADO 

 

Artículo 1: 

 
En esta norma se adiciona un nuevo capítulo décimo "Del trabajo de los periodistas" 

al título II del Código de Trabajo, que contiene cuatro artículos cuyo contenido se 

describe así: 

Art. 114: Se establece el respeto de la libertad de prensa de los periodistas, 
mediante la prohibición de cualquier tipo de coacción, amenaza o 
censura. 

Art. 115: Se enumeran diversas acciones que se consideran prácticas que 
limitan ilegítimamente la libertad de prensa. 

Art. 116: Se establece la potestad de denunciar las conductas descritas en el 
art. 115 ante la Inspección General de Trabajo y además de ser 
juzgadas mediante el procedimiento especial que crea el mismo 
proyecto de ley. 

Art. 117: Se establece una prohibición para las empresas periodísticas para 
despedir, sin justa causa, a periodistas. Y se crea el procedimiento 
especial para revisar el despido de una persona que ejerza el 
periodismo. 
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De inicio, debemos indicar que es importante revisar el enunciado de la norma, toda 
vez que indica que se crea un capítulo Décimo en el Código de Trabajo, pero debe 
tomarse en cuenta que ya existe un capítulo denominado “De los aprendices” con 
dicha numeración. Este capítulo no tiene contenido, puesto que los cuatro artículos 
que lo integraban, y que precisamente son sustituidos en esta propuesta legislativa, 
fueron derogados por la Ley de Aprendizaje, N° 4903 de 17 de noviembre de 1971. 
Esta ley, solo derogó los artículos, no así el título y numeración del capítulo décimo, 
que permanece en el cuerpo normativo1. 
 
Las normas propuestas giran en torno a un elemento común: cuál es la libertad de 
expresión y prensa. Por ello, conviene retomar lo indicado en su momento por el 
Departamento de Servicios Técnicos sobre el tema, con ocasión del informe al 
proyecto 16992, antecedente de la presente iniciativa: 
 

“1.- La libertad de expresión y de pensamiento 

 
Es un derecho fundamental que encuentra su fundamento en el artículo 29 de 
la Constitución Política, que al efecto dispone: 
 
“Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa 
censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en 
los casos y del modo que la ley establezca”. 
 
La Sala Constitucional al desarrollar este artículo constitucional ha dicho: 
 
“…La libertad de prensa forma parte de esa libertad de información, y en un Estado de Derecho, 
implica una ausencia de control por parte de los poderes públicos al momento de ejercitar ese 
derecho, lo que quiere decir que no es necesaria autorización alguna para hacer publicaciones, 
y que no se puede ejercer la censura previa. Pero este ejercicio de la libertad de prensa no puede 
ser ilimitado, ya que, de ser así, la prensa –o cualquier otro medio de comunicación masiva- se 
podría prestar para propagar falsedades, difamar o promover cualquier tipo de desórdenes y 
escándalos. Es por ello que la libertad de información trae implícito un límite, que funciona como 
una especie de autocontrol para el ciudadano que ejercita ese derecho, en el sentido de que si 
comete un abuso será responsable de él, en los casos y del modo en que la ley lo establezca, 
que pueden ser la consecuencia de un abusos en el ejercicio del derecho de información”2. 

                                            
1 La norma que deroga dichos artículos establece: “Artículo 29.- Esta ley es de orden público, 
forma parte de la legislación laboral costarricense y deroga o modifica en lo pertinente 
cualquier otra que se le oponga. Queda derogado específicamente el Título 
Segundo del Capítulo 10 del Código de Trabajo que incluye los artículos 114 a 
117. Los contratos de aprendizaje suscritos a la fecha de vigencia de esta ley, al amparo 
de las previsiones del Capítulo 10 del Título Segundo del Código de Trabajo citado, 
seguirán vigentes hasta el vencimiento del plazo en ellas previsto y solamente hace 
excepción de los programas de Formación Profesional que están bajo la autoridad del 
Ministerio de Educación Pública.” (El resaltado no es del original). Aunque la redacción 
pareciera indicar que se deroga el capítulo en su totalidad, lo cierto que es que se ha 
interpretado que solo se derogaron los artículos señalados. 
2 Voto Nº 8867-02, de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
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Este derecho fundamental, que se ejerce mayoritariamente  mediante los 
medios de comunicación social,  no es irrestricto, al igual que otros derechos 
fundamentales, está sujeto a limitaciones, siendo que,  en el caso que nos 
ocupa,  dicha   limitación se determina  como un  control  a posteriori, es decir, 
quienes lo ejerciten son responsables por los abusos cometidos de conformidad 
con la ley, como bien podría ser mediante los tipos penales de injuria, calumnia 
y difamación, establecidos en nuestro ordenamiento jurídico. 
 
A mayor abundamiento la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha 
referido a la libertad de expresión, que además garantiza el artículo 133 de la 
Convención sobre los Derechos Humanos, en los siguientes términos: 
 
“Así, si en principio la libertad de expresión requiere que los medios de comunicación social estén 
virtualmente abiertos a todos sin discriminación, o, más exactamente, que no haya individuos o 
grupos que, a priori, estén excluidos del acceso a tales medios, exige igualmente ciertas 
condiciones respecto de éstos, de manera que, en la práctica, sean verdaderos instrumentos de 
esa libertad y no vehículos para restringirla. Son los medios de comunicación social los que sirven 
para materializar el ejercicio de la libertad d expresión, de tal modo que sus condiciones de 
funcionamiento deben adecuarse a los requerimientos de esa libertad. Para ello es 
indispensable, inter alia, la pluralidad de medios, la prohibición de todo monopolio 
respecto de ellos, cualesquiera sea la forma que pretenda adoptar, y la garantía de 
protección a la libertad e independencia de los periodistas.”4. (lo resaltado no es del original). 

 
Asimismo, la citada Corte Interamericana en la sentencia del caso Mauricio 
Herrera vs Costa Rica  manifiesta que: “En este sentido, la Corte ha indicado 
que es fundamental que los periodistas que laboran en los medios de 

comunicación gocen de la protección y de la independencia necesarias 
para realizar las funciones a cabalidad, ya que son ellos quienes mantienen 
informada a la sociedad, requisito indispensable para que ésta goce de una 
plena libertad y el debate público se fortalezca” (lo resaltado no es del original). 

 

                                            
3 “Artículo 13.-Libertad de Pensamiento y de Expresión. 1-Toda persona tiene derecho a la libertad 
de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito 
o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 2-El ejercicio del 
derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a 
responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias 
para asegurar: a) el respeto a los derechos o la reputación de los demás, o b) la protección de la 
seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 3- No se puede restringir el 
derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o 
particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados 
en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la 
comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 4-Los espectáculos públicos pueden ser 
sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la 
protección moral de la infancia y la adolescencia, sin  perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 5-
Estará prohibida por la ley toda propaganda a favor de la guerra y toda apología del odio nacional, 
racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar 
contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, 
religión, idioma u origen nacional.” 
4 Opinión Consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Nº OC-5/85 del 13 de 
noviembre  de 1985. 
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Además,  la Comisión Interamericana de Derechos Humanos adopta en 
respaldo a la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión una serie de 
principios dentro de los que sobresale y resulta concordante con la materia 
objeto de este proyecto, el que determina que: “5.-La censura previa, 
interferencia o presión directa o indirecta sobre cualquier expresión, opinión o 
información difundida a través de cualquier medio de comunicación oral, escrito, 
artístico, visual o electrónico, debe estar prohibida por la ley. Las restricciones 
en la circulación libre de ideas y opiniones, como así también la imposición 
arbitraria de información y la creación de obstáculos al libre flujo informativo, 
violan el derecho a la libertad de información”5.” 6 

 
 
Esta explicación nos permite derivar que la libertad de expresión y de prensa es un 
principio tan importante como etéreo y por ello de difícil correlación normativa. En 
ese tanto, las normas contienen elementos abstractos de muy amplia interpretación 
en su aplicación.  
 
En este sentido, podemos notar como en el encabezado del artículo 115 se alude a 
las limitaciones ilegítimas a la libertad de prensa, lo que significa que se reconoce 
la existencia de limitaciones legítimas que puede establecer la empresa periodística; 
sin embargo, no se ofrece ningún tipo de parámetro para determinar cuándo una 
limitación es legítima o no. En el mismo artículo se enumeran, a partir del segundo 
párrafo, una serie de conductas que constituyen limitaciones ilegítimas, pero 
subsiste la duda de si algunas de ellas, como por ejemplo la prohibición de divulgar 
una determinada información, lo que podría obedecer incluso a fundamentos 
legales. 
 
Además, debe tenerse presente que una empresa periodística puede tener alguna 
responsabilidad legal por las publicaciones que se realicen en su medio, como 
podría ser responsabilidad civil ante un delito contra el honor7. Este ejemplo, refleja 
que no queda clara la diferencia entre una afectación legítima de la libertad de 
prensa, de una ilegítima. Lo mismo podría decirse para la determinación de cuándo 
una información es de interés público, concepto que también se incluye en el 
articulado. 
 

                                            
5 http://cidh.org/Basicos/Basicos13. htm 
6 Informe ST.287-2009 J, realizado por Olman Madrigal Acuña, asesor de Departamento de Servicios 
Técnicos de la Asamblea Legislativa. 
7“ Importante es puntualizar del texto jurisprudencial de cita, que si bien del artículo 29 constitucional, 
puede sustraerse que la libertad del informador para externar sus opiniones o publicar noticias resulta 
amplia[7], ello tiene sus restricciones, en cuanto es indudable que la información debe ser veraz, 
sustraída de hechos ciertos, incluso oyéndose a las partes involucradas, así como respetuosa de los 
derechos fundamentales del ciudadano, bajo las estrictas normas de la ética e idoneidad 
profesional[8]; pues de lo contrario el informante incurriría en injuria, calumnia o difamación, por 
señalar algunas sanciones de orden jurídico.” Procuraduría  General de la República, Opinión 
Jurídica N° 088 de 5 de diciembre de 2011. 

http://cidh.org/Basicos/Basicos13
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No se menciona tampoco en el articulado cómo debe analizarse la libertad de 
prensa del periodista frente a la línea editorial del medio y la naturaleza de 
subordinación que tiene la relación laboral del periodista con el medio. Sobre este 
punto, ha indicado la Procuraduría General de la República: 
 

“Respecto de los incisos 1 y 2 del propuesto artículo 115, es importante acotar 

que, si bien en estas hipótesis se trata de afianzar la labor del periodista en una 
relación de trabajo o servicio por cuenta ajena, -al igual que se hace en el resto 
de las normas del proyecto- ciertamente, tal y como se subrayó al inicio de esta 
análisis, al encontrarse ese profesional subordinado a la empresa o 
institución editora para la cual presta el servicio, evidentemente, debe 
circunscribirse a los lineamientos razonables, científicos y técnicos que 
el patrono dicta en orden al tema en cuestión;  pues, al final de cuenta es 
la empresa la que produce la noticia que sus colaboradores recopilan 
dentro de los procedimientos legales, modalidad, naturaleza y demás por 
el cual fue contratado. Dicho de otro modo, es recomendable que dichos 

apartados sean más precisos y claros, a fin de no crear una confusión entre lo 
que puede ser la labor que realiza un periodista independiente bajo su 
responsabilidad, y el que se encuentra regido por una relación laboral, al tenor 
de los supra citados artículos 4 y 18 del Código de Trabajo, y doctrina que los 

informa.”  8 
 
Otro aspecto por mejorar es la referencia que se hace en el artículo 116 a la 
Inspección de Trabajo, debido a que solo se indica que las prácticas lesivas de la 
libertad de prensa pueden denunciarse ante dicho órgano, pero no se establece 
consecuencia alguna de esa denuncia. 
 
En relación con el contenido del artículo 117 se presenta una inconsistencia sobre 
lo explicado en la exposición de motivos. Véase como: 
 

“…lo ideal sería dotar a los periodistas de estabilidad laboral, de manera que 
solo puedan ser despedidos con justa causa, con lo cual se les garantizaría la 
seguridad necesaria para poder ejercer de manera independiente su profesión. 
Sin embargo, ante la inviabilidad política de esta propuesta en nuestro medio, 
en el cual además, se permite el libre despido sin justa causa, al menos debe 
establecerse un mecanismo de protección intermedio entre la estabilidad laboral 
y la situación actual de absoluta desprotección, que permita evitar que los 
periodistas sean despedidos, con ocasión de prácticas que atenten contra la 
libertad de prensa. 
Es decir, se propone limitar el libre despido de los periodistas, cuando este es 
utilizado abusiva y arbitrariamente por las empresas periodísticas como un 
mecanismo para cercenar el ejercicio de la libertad de prensa” 

 

                                            
8 Procuraduría  General de la República, Opinión Jurídica N° 088 de 5 de diciembre de 2011. Este 
criterio fue reiterado por la Opinión Jurídica N° 109 de 20 de julio de 2020. 



 

9 
 

Así, se deriva de esta explicación que no se estaría estableciendo una estabilidad 
laboral para la persona que ejerza el periodismo y que por ello se permite el despido 
sin justa causa; sin embargo, esta norma precisamente comienza con la prohibición 
de despido sin justa causa9, lo que significaría en realidad estabilidad laboral. Si 
bien es cierto se incluye una motivación en el mismo párrafo, la consecuencia 
práctica de esa prohibición sería la inamovilidad laboral de estos profesionales. Por 
ello, se recomienda revisar la redacción propuesta para verificar si dicho artículo 
responde a la intención de la propuesta. 
 
Para mayor información en este análisis, las razones por las que un patrono puede 
despedir a una persona trabajadora, están reguladas en el Código de Trabajo, de la 
siguiente manera: 
 

“Son causas justas que facultan a patrono para dar por terminado el contrato de 
trabajo: 
a.     Cuando el trabajador se conduzca durante sus labores en forma 
abiertamente inmoral, o acuda a la injuria, a la calumnia o a las vías de hecho 
contra su patrono; 
b.     Cuando el trabajador cometa alguno de los actos enumerados en el inciso 
anterior contra algún compañero, durante el tiempo que se ejecutan los trabajos, 
siempre que como consecuencia de ello se altere gravemente la disciplina y se 
interrumpan las labores; 
c.     Cuando el trabajador, fuera del lugar donde se ejecutan las faenas y en 
horas que no sean de trabajo, acuda a la injuria, a la calumnia o a las vías de 
hecho contra su patrono o contra los representantes de éste en la dirección de 
las labores, siempre que dichos actos no hayan sido provocados y que como 
consecuencia de ellos se haga imposible la convivencia y armonía para la 
realización del trabajo; 
d.     Cuando el trabajador cometa algún delito o falta contra la propiedad en 
perjuicio directo del patrono o cuando cause intencionalmente un daño material 
en las máquinas, herramientas, materias primas, productos y demás objetos 
relacionados en forma inmediata e indudable con el trabajo; 
e.     Cuando el trabajador revele los secretos a que alude el inciso g) del artículo 
71; 
f.      Cuando el trabajador comprometa con su imprudencia o descuido 
absolutamente inexcusable, la seguridad del lugar donde se realizan las labores 
o la de las personas que allí se encuentren; 
g.     Cuando el trabajador deje de asistir al trabajo sin permiso del patrono, sin 
causa justificada durante dos días consecutivos o durante más de dos días 
alternos dentro del mismo mes- calendario. 
h.     Cuando el trabajador se niegue de manera manifiesta y reiterada a adoptar 
las medidas preventivas o a seguir los procedimientos indicados para evitar 
accidentes o enfermedades; o cuando el trabajador se niegue en igual forma a 
acatar, en perjuicio del patrono, las normas que éste o sus representantes en la 
dirección de los trabajos le indique con claridad para obtener la mayor eficacia 
y rendimiento en las labores que se están ejecutando; 

                                            
9 La razones para un despido con justa causa son las siguientes: “ 
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i.      Cuando el trabajador, después de que el patrono lo aperciba por una vez, 
incurra en las causales previstas por los incisos a), b), c), d) y e) del artículo 72; 
j.      Cuando el trabajador al celebrar el contrato haya inducido en error al 
patrono, pretendiendo tener cualidades, condiciones o conocimientos que 
evidentemente no posee, o presentándole referencias o atestados personales 
cuya falsedad éste luego compruebe, o ejecutando su trabajo en forma que 
demuestre claramente su incapacidad en la realización de las labores para las 
cuales ha sido contratado; 
k.     Cuando el trabajador sufra prisión por sentencia ejecutoria; y 
l.      Cuando el trabajador incurra en cualquier otra falta grave a las obligaciones 
que le imponga el contrato. Es entendido que siempre que el despido se funde 
en un hecho sancionado también por las leyes penales, quedará a salvo el 
derecho del patrono para entablar las acciones correspondientes ante las 
autoridades represivas comunes. 
m) Cuando el trabajador o la trabajadora incumpla con el plan de servicios 
mínimos durante un período de huelga.”10 

 

Artículo 2: 

 

En esta norma se modifica el artículo 83 del Código de Trabajo, con el fin de incluir 
la cláusula de conciencia como uno de los motivos que dan lugar a que la persona 
trabajadora en periodismo pueda terminar la relación laboral con responsabilidad 
laboral. 
 
La cláusula de conciencia, se explica de la siguiente manera: 
 

“La cláusula de conciencia tiene dos aspectos. Uno genérico referido a la 

libertad de conciencia y que se relaciona con el Art …12 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. Y otro específico relacionado con el derecho 
a la información 
vinculado a su actividad profesional y por tanto relacionado con sus principios 
deontológicos. 
Toda empresa de medios de comunicación tiene una línea ideológica sea 
explícita o implícita. El comunicador puede —en algún momento por alguna 
cuestión— no sentirse identificado con la “línea editorial” del medio; esta 
experiencia ha llevado a periodistas y empresarios a crear el mecanismo de la 
cláusula de conciencia que permita mantener una relación de lealtad y respeto 
entre las partes en cuestión. 
La cláusula se pone en funcionamiento cuando el profesional de la información 
decide alejarse del medio informativo en razón de que el mismo cambia de 
orientación ideológica o se vende a otro empresario con una ideología repulsiva 
para el profesional. 
La cláusula de conciencia es un mecanismo que garantiza la realización 
efectiva del derecho fundamental a comunicar y recibir información, que 

                                            
10 Ver Código de Trabajo, art. 81 
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tiene por titular a la persona individual, pero con repercusión en el 
conjunto del cuerpo social.”11 

 
Así las cosas, el cambio propuesto no tiene ninguna objeción de carácter legal o 
constitucional, por lo que es un asunto que queda sujeto, únicamente, a criterios de 
discrecionalidad y oportunidad. 
 

III. ASPECTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 

Ninguno en particular. 
 

IV. -ASPECTO DE TRÁMITE Y PROCEDIMIENTO 

Votación 

 
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 119 de nuestra Constitución Política, este 
proyecto de ley requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los votos 
presentes de los miembros de la Asamblea Legislativa. Sin embargo, por ser una 
iniciativa de consulta obligatoria a la Corte Suprema de Justicia, debe tenerse en 
cuenta que en caso de que ésta se oponga al proyecto, se requerirá mayoría 
calificada para su aprobación. 
 

Delegación 

 
La iniciativa podría ser delegada en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, 
ya que no se encuentra en ninguno de los supuestos del artículo 124 constitucional.  
Sin embargo, si la Corte Suprema de Justicia se opone a la iniciativa, la delegación 
no sería viable, debido a la mayoría calificada que se requiere para su aprobación 

Consultas 

Obligatorias:   

 

 Corte Suprema de Justicia 

Facultativas:   

 

 Procuraduría General de la República 

 Colegio de Periodistas 

                                            
11 Borgarello, Susana. (2008). LA CLÁUSULA DE CONCIENCIA Y EL DERECHO A LA 
INFORMACIÓN Contexto histórico-jurídico: nueva mirada. 3-12-20, de CIDH Sitio web: 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r29560.pdf. Pag. 29. 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r29560.pdf
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 Empresas periodísticas (prensa escrita, televisiva, radial y de redes 
sociales) 
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